TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio primero (1º) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 257 del 1º de junio de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00575-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Jonathan Steven Contreras Gómez, contra la Séptima División del Ejército Nacional con sede en Medellín, a la que fue vinculado el Coronel Arnulfo Traslaviña Sáchica, Comandante de la Décima Cuarta Brigada del Ejército Nacional, con sede en Puerto Berrio, Antioquia.

A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados por el actor pueden resumirse así:

1.1 Presentó acción de tutela con el fin de obtener la protección al derecho fundamental de petición y en sentencia proferida el 24 de febrero de 2016, se declaró improcedente la acción, toda vez que la Séptima División informó el inicio del trámite.

1.2 Realizó todas las gestiones “pertinentes para ello”, llamadas y correos electrónicos; sin embargo no obtiene una fecha para la realización de la junta médica. 
1.3 Envió solicitud y documentos necesarios “al correo a mi Primero Ortega” (sic) al correo javierort@ejecito.mil.co (sic), para solicitarle ayuda con el trámite, pero todas las gestiones han sido insuficientes, las peticiones verbales y escritas han sido ignoradas.

1.4 La institución militar no cumple con su deber legal de calificar sus patologías pese a que estas son la consecuencia del servicio militar obligatorio.
2.- Considera lesionado su derecho fundamental de petición. Para su protección, solicita se ordene a quien corresponda, la realización de la junta médica.
ACTUACIÓN PROCESAL
1.- Mediante proveído del pasado 18 de mayo se admitió la acción de tutela contra la Séptima División el Ejército Nacional con sede en la ciudad de Medellín. Posteriormente se ordenó vincular al Coronel Arnulfo Traslaviña Sáchica, Comandante de la Décima Cuarta Brigada del Ejército Nacional, con sede en Puerto Berrio, Antioquia.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El Coronel Arnulfo Traslaviña Sáchica, Comandante de la Décima Cuarta Brigada, expuso que verificados los antecedentes del caso, ese comando no está llamado a emitir un pronunciamiento de fondo con respecto a los hechos objeto de la acción de tutela, porque no está legitimado en la causa por pasiva. Sin embargo, agrega, una vez analizó el escrito de tutela, le causa extrañeza que el accionante nuevamente invoque acción legal con fundamento en que no se le ha realizado la junta médica laboral, cuando brilla por su ausencia documento alguno expedido por medicina laboral, que es la encargada de realizar ese trámite, en el que indique el motivo por el cual no se ha iniciado.
Afirma que el pasado 10 de febrero, mediante oficio 0659 el Comando del Batallón Especial Energético y Vial No. 8, le informó al tutelante los documentos que debía presentar a medicina laboral para iniciar el trámite de junta médica y por lo que reseña el libelo de tutela, el actor realizó una gestión con el suboficial Sargento Primero Ortega, que no es orgánico de medicina laboral, ni está llamado a dar trámite al requerimiento hecho por el accionante.
Aduce que el accionado (sic) no ha realizado el trámite pertinente ante la unidad operativa mayor “Séptima División”, como le indicó el comando del Batallón Especial Energético y Vial No. 8 mediante el referido oficio, para realizar su junta médica laboral y mientras no se realice lo señalado en la respuesta de su derecho de petición, no podrá obtener lo que pretende.
Expresa que mediante providencia del 24 de febrero, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, se emitió pronunciamiento por los mismos hechos, declarándolos superados y advierte que es el accionante quien tiene el deber de iniciar el trámite ante la entidad correspondiente y a la fecha no lo ha hecho, circunstancia que no puede generar responsabilidad para ese comando y “errostrarle” (sic) que ha conculcado el derecho fundamental por aquel incoado, pues “se le brindó el tramito (sic) contemplado en el art. 21 de la ley 1755 de 2015”, a fin de obtener de la unidad táctica una respuesta a su petitorio de manera oportuna y de fondo “para poder encauzarlo a iniciar el trámite de junta médica ante medicina laboral”. Solicita se archiven las diligencias por tratarse de un hecho superado y se declare improcedente la acción impetrada.
2.2 El Coronel Carlos Alberto Cruz Lozano, Comandante del Batallón Especial Energético y Vial No. 8, quien no fue vinculado a la actuación, se pronunció en los mismos términos que el funcionario anterior.
3.- La entidad accionada guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el actor lesionado el derecho de petición, toda vez que no ha obtenido respuesta a la solicitud tendiente a obtener se realice una junta médica, con el fin de obtener se califiquen sus patologías, que adquirió mientras prestaba el servicio militar.
3.- Para empezar a dilucidar lo que corresponda, es preciso establecer si existe temeridad o debe acudirse al principio de la cosa juzgada para resolver la cuestión, en razón a la existencia de otra sentencia proferida en proceso de tutela, en la que intervinieron como partes las mismas que aquí lo hacen.

3.1 Están acreditados en el plenario los siguientes hechos: 

3.1.1 La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, el 24 de febrero de este año, resolvió solicitud de tutela, propuesta por el aquí accionante contra el Ejército Nacional, Séptima Brigada, Décima Cuarta Brigada y Batallón Especial Energético y Vial No. 8 de Segovia, la que se declaró improcedente
.

De acuerdo con los antecedentes de esa providencia, el 22 de enero del presente año, el actor radicó petición ante la Séptima División y Décima Cuarta Brigada del Ejército Nacional, tendiente a obtener se le realizara junta médica con el fin de valorar la pérdida de su capacidad laboral; el Comandante del Batallón Especial Energético y Vial No. 8, informó que mediante oficio Nº 0659 del 10 de febrero de 2016, se dio respuesta de fondo, “y le fue informado los documentos que debe de llevar a la Séptima División ubicada en la ciudad de Medellín, a fin de iniciar el trámite de Junta Médica Laboral”. Fue con fundamento en ese escrito que la Corporación estimó que había cesado la lesión a los derechos del actor y que como no había lugar “a decretar indemnización, ni costas”, el amparo resulta improcedente. 
3.1.2 Por medio de un correo electrónico dirigido a “javierortejército.mil.co”, el 15 de abril de 2016, manifiesta el accionante: “Estos son los documentos que quedé de enviarle para que por favor me ayude con el trámite, de convocar y realizar la junta médica mire que llevo mucho tiempo con eso y no lo he logrado; para que me valoren la perdida (sic) de capacidad laboral que tengo”. Adjunta once archivos
.
3.1.3 En virtud al requerimiento que se hizo al actor para que aportara copia de la petición elevada y que pretende sea resuelta por las autoridades del Ejército, y de la respuesta que se le brindó, por medio de la cual se le exigieron unos documentos para obtener se iniciara el trámite relativo a obtener se califique la pérdida de su capacidad para laborar, indicó que “es la misma que aportó a la ACCIÓN DE TUTELA, la cual envié a MI PRIMERO JAVIER ORTEGA el día 15 de abril de 2016 por correo electrónico”
. También arrimó copias de los documentos que al efecto envió
.
Además, de un oficio del 15 de febrero de 2016 que le dirigió el Coronel Gabriel Fernando Marín Peñaloza, Jefe de Estado Mayor Séptima División, por medio del cual le informa: “En atención al derecho de petición impetrado por usted, en el cual solicita que se convoque y trámite la realización de la junta médica para valoración de pérdida de capacidad laboral, le informo que fue remitido por competencia al Comando de la Decimacuarta Brigada, ubicada en Puerto Berrio, Antioquia”
.
3.2 Surge de las pruebas anteriores que entre la acción de tutela   que resolvió la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y la que es objeto de estudio existe identidad de partes; también, que se invoca como digno de amparo el derecho de petición, vulnerado porque no se le cita a valoración por junta médica para establecer la pérdida de su capacidad laboral.

Sin embargo, los hechos en que se sustentan son diferentes, pues en la primera se consideró superado el hecho porque el Comandante del Batallón Especial Energético y Vial No. 8 le informó al accionante sobre los documentos que debía presentar a la Séptima División ubicada en la ciudad de Medellín, “a fin de iniciar el trámite de la Junta Médica Laboral”. En esta se alega que aportados, aún no se define la cuestión.
Establecida entonces la falta de similitud entre las acciones de amparo incoadas no es del caso declarar temeridad o acudir al principio de cosa juzgada para negar la tutela. En consecuencia, se decidirá de fondo el asunto.    

4.- El derecho de petición que considera lesionado el actor, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:
“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 
La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 14 que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción. 
Y el artículo 21 expresa: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”
5.- De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario y que atrás se relacionaron, está demostrado en el proceso que el 22 de enero de este año, el actor solicitó a la Séptima División y a la Décima Cuarta Brigada del Ejército Nacional, se realizara junta médica para obtener se valorara la pérdida de su capacidad laboral y que ante respuesta del Comandante del Batallón Especial Energético y Vial No. 8 con sede en Segovia, en cuanto le relacionó los documentos que debía llevar a la Séptima División en la ciudad de Medellín para lograr ese fin, mediante sentencia del  24 de febrero de 2016, se declaró improcedente la tutela que inicialmente instauró ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, Corporación que estimó se encontraba superado el hecho que motivo la acción.
También, que con anterioridad a ese fallo, el 15 de febrero del mismo año, el Coronel Gabriel Fernando Marín Peñaloza, Jefe de Estado Mayor Séptima División del Ejército Nacional con sede en Medellín, le informó al actor que la petición que había elevado para que se realizara la junta médica con el fin de valorar la pérdida de su capacidad laboral, había sido remitida al Comando de la Decimocuarta Brigada con sede en Puerto Berrio Antioquia. Sin embargo, no le envió copia del oficio remisorio, como lo ordena la norma que atrás se transcribió, o por lo menos, lo contrario no se acreditó a pesar de que en el auto por medio del cual se admitió la acción se le solicitó a aquel funcionario informar el estado en que se encontraba el respectivo trámite.
El Comandante de la Decimocuarta Brigada con sede en Puerto Berrio Antioquia tampoco ha solucionado la cuestión, pues al pronunciarse en relación con la acción propuesta, adujo que “el accionado (sic) realizó una gestión con el suboficial Sargento Primero ORTEGA que no es orgánico de Medicina Laboral, ni está llamado a dar trámite al requerimiento hecho por el accionante (sic)” y que “brindó el tramito (sic) contemplado en el art. 21 de la ley 1755 de 2015”, norma que atrás se transcribió y que regula el trámite que debe darse a las peticiones, cuando quien la recibe no es el competente para resolver. Sin embargo, tampoco informó al demandante a qué funcionario la envió, ni le mandó copia del oficio remisorio, como lo ordena la norma que él mismo cita al ejercer su derecho de defensa.
En conclusión, el peticionario, además de no recibir una respuesta concreta en relación con la Junta Médica que valore la pérdida de su capacidad laboral, tampoco tiene claro ante qué autoridad debe dirigirla, pues el funcionario accionado se la remitió al vinculado y este a su vez, como parece deducirse de su respuesta a la tutela, la remitió a otro, sin que se sepa a quién, ni cuándo lo hizo, pues no aportó prueba alguna que demostrara sus asertos y en tal forma se considera lesionado el derecho cuya protección invoca.

Por tanto, se concederá la tutela reclamada y para protegerlo se impartirán las siguientes órdenes: a) al Coronel Gabriel Fernando Marín Peñaloza, Jefe de Estado Mayor Séptima División con sede en Medellín, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, envíe al accionante copia del oficio por medio del cual remitió la solicitud elevada por el actor, al Comandante de la Décima Cuarta Brigada con sede en Puerto Berrio, Antioquía; b) al Coronel Arnulfo Traslaviña Sáchica, en el mismo término, remitir al demandante información sobre la falta de competencia que aduce para resolver la cuestión y copia del oficio por medio del cual se lo remitió al que debía conocer del asunto y c) a ambos funcionarios, que de suscitarse un conflicto de competencia entre ellos, dentro de los tres días siguientes a la notificación de esta providencia, adopten las medidas del caso para que sea decidido.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Jonathan Steven Contreras Gómez y para protegerlo, se imparten las siguientes órdenes:

a) Al Coronel Gabriel Fernando Marín Peñaloza, Jefe de Estado Mayor Séptima División con sede en Medellín, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, envíe al accionante copia del oficio por medio del cual remitió, la solicitud elevada por el actor, al Comandante de la Décima Cuarta Brigada con sede en Puerto Berrio, Antioquía; b) a este, Coronel Arnulfo Traslaviña Sáchica, en el mismo término, remitir al demandante información sobre la falta de competencia que aduce para resolver la cuestión y copia del oficio por medio del cual se lo remitió al que debía conocer del asunto y c) a ambos funcionarios, que de suscitarse un conflicto de competencia entre ellos, dentro de los tres días siguientes a la notificación de esta providencia, adopten las medidas del caso para que sea decidido.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- De no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


 (CON ACLARACIÓN DE VOTO)
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� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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